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Mírese como se mire, España está a la cola de la Europa social. Los 

últimos datos de Eurostat, la agencia de recopilación de datos de la 

Unión Europea (UE), muestra cómo España es uno de los países de la UE 

que gasta menos fondos públicos en su Estado del bienestar (que incluye 

pensiones, sanidad, educación, servicios de ayuda a las familias –como 

escuelas de infancia y servicios domiciliarios–, servicios sociales, vivienda 

social, prevención de la exclusión social y otros). Y ello no se debe a que 

seamos pobres. En realidad, nuestro nivel de riqueza (medido por el PIB 

per cápita) es ya bastante próximo al del promedio de la UE-15 (93%), el 

grupo de países más ricos de la UE. En cambio, el gasto público social 

por habitante es sólo el 71%, lo que nos sitúa a la cola de gasto público 

social en tal comunidad. Si en lugar del 71% nos gastáramos lo que nos 

corresponde por el nivel de riqueza del país, es decir, el 93%, tendríamos 

70.000 millones de euros más de lo que nos gastamos ahora. Este es el 

déficit de gasto público social en España. 

 

Si en lugar del gasto público social miramos el porcentaje de la población 

que trabaja en los servicios del Estado del bienestar, tales como sanidad, 

educación, escuelas de infancia, servicios domiciliarios, servicios sociales 

y otros, podemos ver que, de nuevo, estamos a la cola de la UE-15. Sólo 

un 10% de la población adulta trabaja en tales servicios, comparado con 

un 15% en el promedio de la UE-15 y un 25% en Suecia. Las 

consecuencias de este bajo gasto y empleo público son múltiples. Sólo 

un dato significativo: España tiene el tiempo de visita al médico general 



de la sanidad pública más corto (seis minutos) de la UE-15. Este hecho, 

que erróneamente se atribuye a la excesiva utilización de los servicios 

sanitarios por parte de la ciudadanía, se basa en la enorme 

subfinanciación de tales servicios, lo que dificulta una mayor dedicación 

de los profesionales sanitarios a cada paciente. El gasto sanitario per 

cápita es sólo el 77% del promedio de la UE-15, el más bajo de tal 

comunidad. 

 

Las causas de este subdesarrollo social de España son varias. Una es la 

dictadura mal llamada franquista, mal llamada porque fue mucho más que 

la dictadura del general Franco. Fue una dictadura de una clase que se 

caracterizó por su enorme represión (por cada asesinato político que 

cometió Mussolini, Franco cometió 10.000) y por su escasísima 

sensibilidad social. Cuando el dictador murió, el gasto público social 

representaba sólo el 14% del PIB, un poco más de la mitad del promedio 

(22%) de los países que más tarde constituirían la UE-15. No existe 

plena conciencia en España del enorme retraso social y económico 

(además de político y cultural) que aquella dictadura supuso para las 

clases populares de España. En 1936, año en que tuvo lugar el golpe 

fascista, España tenía el mismo nivel de desarrollo que Italia. Cuando el 

dictador murió, España tenía sólo el 68% del nivel de riqueza que tenía 

Italia. El rechazo de facto de la derecha española, el PP, a condenar por 

nombre aquel régimen y sus continuas ambivalencias, oponiéndose a 

esta condena una y otra vez, es un indicador de su escasísima cultura 

democrática y es un hecho sin similitudes en Europa, donde la mayoría 

de las derechas ha condenado regímenes semejantes. La complicidad en 

esta insensibilidad de ciertas voces de izquierda debiera indignar a 

cualquier persona con conciencia democrática. Es una vergüenza que 

España sea el único país que quiere procesar a un juez –Garzón– por 



querer enjuiciar aquel régimen. El hecho de que esta situación ocurra 

tiene mucho que ver con el retraso social de España, pues ambos hechos 

responden a la misma causa: el enorme poder de las fuerzas 

conservadoras, herederas de aquel régimen, en nuestro país. 

 

La democracia en España, a pesar de las enormes insuficiencias 

existentes, permitió la expresión de los deseos populares, entre los 

cuales está, siempre, la expansión del Estado del bienestar. Tal deseo, 

muy marcado en la segunda mitad de los años ochenta, con 

movilizaciones populares, permitió reducir el enorme déficit de gasto 

público social por habitante. Pero, en el año 1993, el Gobierno PSOE, 

aliándose con la derecha catalana, CIU, dio prioridad a la reducción del 

déficit del Estado (como instruía el Tratado de Maastricht) a base, no de 

aumentar los impuestos de las clases más pudientes, sino de disminuir el 

gasto público, incluyendo el gasto público social. Se inició así una política 

de austeridad del gasto público, incluyendo el social (continuada y 

expandida por el Gobierno Aznar), que explica que, cuando se alcanzó el 

equilibrio de las cuentas del Estado, España volviera a estar a la cola de 

la Europa social. Los ingresos al Estado, en lugar de continuar reduciendo 

el déficit de gasto público social, se habían invertido en reducir el déficit 

del Estado. En 2004, España estaba de nuevo a la cola de la UE-15 en 

gasto público social. El euro y la integración en la UE se había hecho a 

costa de su Estado del bienestar. 

 

El Gobierno Zapatero, presionado por los partidos a su izquierda, 

incrementó notablemente el gasto público social, pero no lo suficiente 

para cubrir el enorme déficit que tenemos con la UE-15. En realidad, este 

déficit en 2006 (último año del que tenemos cifras homologables con la 

UE) es superior al existente en 1993, cuando se inició la austeridad de 



gasto social. Lo que es sorprendente es el silencio mediático y político 

sobre la existencia de este gran déficit. Y ello se debe al enorme poder 

de clase del 30% de la población, de mayor renta en el país, que no sufre 

las enormes insuficiencias de gasto público social (al utilizar los servicios 

privados) y se resiste a pagar los impuestos que le corresponden. Pero, 

además de poder de clase, existe el poder de género. El machismo es el 

responsable de que las mayores carencias del Estado del bienestar sean 

precisamente aquellos servicios, como los servicios de ayuda a las 

familias, que en España son asumidos por la mujer. 
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